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(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señoras Representantes Beatriz Argimón, Presidenta y Daniela Payssé, Vicepresidenta. 


MIEMBROS: Señores Representantes Guillermo Chifflet, Gustavo Espinosa Mármol, Gonzalo Novales y 
Edgardo Rodríguez. 


INVITADOS: Doctor Héctor Gros Espiell y doctora Mariana Blengio, Catedrática de Derechos Humanos. 


SEÑORA PRESIDENTA (Argimón).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 14 y 33) 


——- Antes de recibir al doctor Héctor Gros Espiell, quiero informar que en la noche de ayer recibí una nota 
del señor Presidente del INAU por la que se invita a los integrantes de la Comisión de Derechos Humanos a 
visitar la Colonia Berro, por haber considerado que era la Comisión competente en materia de derechos 
humanos, lo que me alegró mucho. 


El señor Presidente tiene sumo interés en que esta visita se realice a la brevedad. 


Consulté a la Secretaria y me dijo que mañana a la hora 15 nuestra Comisión se integrará con la de Población 
y Desarrollo, por lo que propongo visitar la Colonia Berro mañana a la hora 11. 


SEÑOR NOVALES.- Quiero formular un planteamiento en el mismo sentido, pero después de que 
recibamos al doctor Gros Espiell. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión tiene el agrado de recibir al doctor Gros Espiell quien ha sido 
invitado para opinar sobre el proyecto que está a estudio de la Comisión, vinculado con el estatuto del 
refugiado, ya que sabemos de sus conocimientos en la materia. 


SEÑOR GROS ESPIELL.- Agradezco a la Comisión que me haya invitado para opinar sobre este 
proyecto. 


Debo decir que me parece sumamente importante que Uruguay dicte una ley sobre el Estatuto de los 
Refugiados, ya que la existencia de una norma que determine interiormente todo lo relativo a esta temática, 
es una asignatura pendiente. Sin perjuicio de que no hay una laguna genérica y total -siempre he entendido, y 
luego comentaré el artículo correspondiente-, el Derecho Internacional de los Refugiados, resultante 
básicamente de la Convención de 1951, del Protocolo de 1957, pero también de las normas pertinentes del 
Derecho Internacional Humanitario y de los Derechos Humanos, se aplican asimismo en el derecho interno. 
Quiere decir que, aunque no existiera ley uruguaya, los Jueces y Gobierno uruguayos están obligados a 
aplicar el Derecho Internacional en materia de refugiados. 


Esta comprobación -después veremos que recoge en forma muy adecuada el penúltimo artículo de este 
proyecto- no puede significar que no sea útil ni conveniente que exista un estatuto interno de carácter 
legislativo sobre este problema. 


En términos generales, estoy de acuerdo con este proyecto, no solo porque llena ese vacío legislativo sino 
también porque, en general, lo llena bien. 


Se trata de un proyecto elaborado y meditado por gente vinculada a la problemática de los refugiados y, 
además, fue objeto de tres o cuatro reuniones para discutirlo a las que tuve el honor de asistir y que le 
aportaron algunas modificaciones parciales. 


Sin perjuicio de este apoyo general al proyecto, que sería muy útil que se aprobara con rapidez como una 
muestra de la implicancia del Gobierno uruguayo -gobierno en un sentido "latus sensu", es decir, de todos los 
órganos del poder público en la protección y defensa de los derechos humanos, que pertenecen a todas las 
personas humanas y no solo a los habitantes de la República-, haré algunas observaciones -algunas 
explicativas, sobre todo gramaticales- respecto del texto. 


En primer lugar, el artículo 1? -que me parece muy adecuado- dice: "(...) Toda persona tiene derecho a recibir 
refugio en el territorio nacional, en salvaguarda de su vida, integridad física, moral e intelectual, libertad o 
seguridad". Yo al final pondría "y seguridad" y no "o seguridad", porque no se trata de optar entre libertad y 
la seguridad, sino que se incluyen ambos conceptos 


Me gustaría que quedara constancia en la versión taquigráfica de que el concepto de persona establecido en el 
artículo 1”, como en todo el proyecto, es el de ser humano, la persona física. 


En segundo término, en el artículo 2* está muy bien que se repita el concepto de persona y hago la misma 
aclaración que en el caso del artículo 1”, que se refiere a todo ser humano. En cuanto al artículo 2”, creo que 
en el quinto renglón del literal a), luego de la palabra "temores" debe ir una coma, porque si no la frase no 
queda clara. 


El artículo 3” me parece muy adecuado dado que, sin perjuicio de que comparta toda la acción, en el cuarto 
renglón se incluye el concepto de terrorismo, que resulta absolutamente necesario tratándose de refugiados. 


En el Capítulo II, "Cláusulas de exclusión y revocación", en lugar de "refugiado" debería decir "refugiados", 
porque se establece que "No tendrán derecho a gozar de la condición jurídica de refugiado en territorio 
uruguayo (...)". Creo que es importante que quede constancia de la interpretación que, a mi juicio, debe darse 
al literal a) del artículo 3%, que refiere a "Las personas nacionales uruguayas". Aquí no se alude a la condición 
de ciudadanos sino a la de nacionales, que es un concepto distinto, sumamente importante porque, como es 
sabido, los ciudadanos naturales son nacionales; en cambio, la gran mayoría de la doctrina uruguaya ha 
entendido que los ciudadanos legales no son nacionales. La distinción entre nacionalidad y ciudadanía es 
sumamente importante. No lo digo para sugerir alguna modificación, sino para que se tenga conciencia de 
que estamos excluyendo a los ciudadanos legales. El concepto de persona de nacionalidad uruguaya se refiere 
solamente a los nacionales que son los ciudadanos naturales que, como es sabido tienen, a su vez, una doble 
categoría: nacidos en la República o hijos de padre o madre oriental avecindados en la República, por el 
hecho de inscribirse, etcétera. 


También es importante para la interpretación de este proyecto de ley lo que establece el artículo 4”, referido a 
cláusulas de exclusión. De acuerdo con este artículo, se excluye a quienes "a) Han cometido un delito contra 
la paz, un delito de guerra o un delito contra la humanidad, tal como se hallan definidos por la normativa 


internacional". Preferiría que se hablara del derecho internacional, porque el derecho comprende no sólo las 
normas sino también los principios de derecho internacional. 


Ahora bien, es una clasificación tripartita: delito contra la paz, delito de guerra o delito contra la humanidad. 
Me parece muy bien; es una triple categoría que viene desde los juicios de Núremberg hasta ahora. 


También me gustaría que quedara constancia de que entre los delitos contra la humanidad no está la 
referencia al delito de genocidio, que está expresamente incluido en el Estatuto del Tribunal Penal 
Internacional. Creo que un genocida no puede gozar del Estatuto del Refugiado. 


En el literal b) del artículo 4” se plantea un pequeño problema, porque se refiere a quienes "Han cometido un 
grave delito común, en consonancia con los Principios de Derecho universalmente aceptados, fuera del 
territorio nacional y antes de ser admitidos en él como refugiados”. Al volver a leer este texto en la mañana 
de hoy me hice la siguiente pregunta: este delito común, ¿debe ser definido por la ley interna o no? Aquí no 
lo dice. Yo creo que al referirse al delito común no alude al delito contra la humanidad, al delito contra la paz 
ni al delito de guerra; se habla de un delito común, en consonancia con la ley interna y de acuerdo con los 
Principios de Derecho universalmente aceptados. Esto aclararía mucho la interpretación. 


Con respecto al literal c) del artículo 4? haré una observación muy pequeña, a efectos de ajustar la 
terminología a la de la Carta de Naciones Unidas. En este literal se establece que "Se han hecho culpables de 
actos contrarios a las finalidades y principios de las Naciones Unidas", pero el artículo 2” de la Carta de 
Naciones Unidas no habla de "finalidades" sino de "propósitos y principios". Entonces, sería útil cambiar la 
palabra "finalidades" por "propósitos". 


En el segundo párrafo del artículo 5” se plantea un importante problema de principios. Dice: "Con excepción 
de los casos en que resulte procedente la extradición, el Ministerio del Interior podrá decretar la expulsión del 
citado extranjero en un plazo no menor de treinta días. La orden de expulsión no se ejecutará hasta que la 
decisión quede firme". El problema de la expulsión de los extranjeros no es nuevo en el derecho uruguayo; el 
tema ha dado origen a grandes debates. Cuando se dictó la ley de expulsión de indeseables, en 1936, Arco 
Ferrán publicó un artículo magnífico en el cual sostenía que esta ley era inconstitucional porque frente a un 
decreto de expulsión solamente cabía el recurso de revocación o un recurso de revisión ante el Consejo de 
Ministros, y no se preveía un recurso judicial. Repito que por ello sostuvo que la ley de indeseables de 1936 
era inconstitucional. Esa tesis de Arco Ferrán ha sido predominantemente mantenida hasta el día de hoy, pero 
la ley de expulsión de indeseables de 1936 sigue vigente, nunca ha sido derogada. Creo que sería bueno que 
en este párrafo se agregara "sin perjuicio de las acciones judiciales pertinentes", porque hay que tratar de 
evitar toda posibilidad de discrecionalidad arbitraria del Poder del Ejecutivo; hay que tratar de evitar que 
porque no le gusten las ideas o la cara de un extranjero lo expulse y no haya recurso alguno contra esa 
decisión. 


No tengo ninguna observación sobre el artículo 6%. Simplemente, quisiera decir que está bien lo que dice el 
literal g) -"Si ha obtenido la ciudadanía legal uruguaya" -, pero hay que tener en cuenta que de acuerdo con 
nuestra Constitución la ciudadanía legal uruguaya es un derecho una vez que se cumple con las condiciones 
previstas en el artículo 75 de la Constitución, que dice que tienen derecho a la ciudadanía legal los hombres y 
las mujeres extranjeros con familia constituida en la República y sin familia constituida en la República, y los 
hombres y las mujeres extranjeros que obtengan gracia especial de la Asamblea General por servicios 
notables o méritos relevantes. 


Esto es importante porque en la historia política del Uruguay en los últimos años ha habido algunos casos en 
los que un extranjero que luchó en su país contra una dictadura o un Gobierno militar recibió la ciudadanía 
uruguaya por gracia especial de la Asamblea General. Era un chileno. 


C) de la Constitución", dejando claramente establecido que el extranjero tiene derecho a la ciudadanía legal. 


En el segundo párrafo del artículo 8” se establece: "La resolución de expulsión será adoptada por el 
Ministerio del Interior y se concederá un plazo no menor de treinta días, para que dicha persona pueda 
abandonar el país. La orden de expulsión no se ejecutará hasta que la decisión quede firme". Si se siguiera mi 
consejo se podría poner un paréntesis remitiendo al artículo 5” párrafo segundo así habría un recurso judicial 
para coordinar el artículo 8” con el artículo 5. 


Me parecen excelentes los artículos 12 -que prohibe el rechazo en las fronteras de toda persona que pide el 
refugio-, 13 -que fija el principio de no devolución; un principio general de Derecho Internacional-, 16 -sobre 
las reglas- y 17 -sobre la confidencialidad de todo el proceso migratorio. 


El Título II, Capítulo 1, Órganos, sobre los "Órganos competentes en la determinación", está muy bien. 
Simplemente voy a hacer una precisión sobre la arquitectura del artículo. Creo que después de "a, b, c, d, e, f, 
g," se pasa a una cosa totalmente distinta. Se dice: "Sin perjuicio de ello cada uno de los integrantes de la 
'Comisión de Refugiados' (CORE>) será designado por cada autoridad competente conjuntamente con su 
alterno respectivo". Hay que organizar esto de forma tal que no parezca parte del literal g) sino como una 
norma referida a todo el artículo. 


En el párrafo siguiente hay un error. Se habla de la Comisión de Derechos Humanos del Poder Legislativo. 
No hay ninguna Comisión de Derechos Humanos del Poder Legislativo; tendría que decir Comisión de 
Derechos Humanos de la Cámara de Representantes, para coordinarlo además con la letra del artículo 25. 


Con buen criterio, este artículo 25 establece que los miembros son honorarios. Es decir que no implica 
ningún gasto. Sin embargo, en el Capítulo III, artículos 30 y 31, no veo ninguna norma en la que se 
establezca que los cargos de la Secretaría Permanente son honorarios. No sé si se piensa en que sean rentados 
o no. Yo agregaría un artículo diciendo que los miembros de la Secretaría son honorarios, al igual que los de 
la Comisión, y que los gastos de funcionamiento serán de cargo del Ministerio dentro del que funcionaría la 
Secretaría, que sería el Ministerio de Relaciones Exteriores. Hago esta sugerencia porque si decimos que son 
honorarios los miembros de la Comisión y no establecemos nada respecto de los de la Secretaría, en alguna 
interpretación interesada, podría sostenerse que son rentados. 


Disculpen que haga tanto detalle, pero creo que es una contribución. 


No tengo ninguna otra observación, pero quiero señalar un artículo que es fundamental, que por sí solo 
justificaría la existencia de esta futura ley: el artículo 43, "Aplicación directa del derecho internacional". Allí 
se establece: "En la materia regulada por la presente ley se aplicará directamente el Derecho Internacional, 
especialmente el relativo al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho Internacional 
Humanitario y el Derecho Internacional de los Refugiados.". Esto es fundamental y es la primera vez que se 
dice en una ley uruguaya. 


Es cierto que la doctrina, y en algunos casos históricos la jurisprudencia, han entendido que el Derecho 
Internacional se aplica directamente al Derecho interno, pero ninguna norma legislativa lo había reconocido 
oficialmente. De manera que este artículo 43, por sí solo, justifica todo el proyecto porque evidentemente 
esto supone que en todos los casos no especialmente previstos por la norma se aplica el Convención de 1951 
y el Protocolo de 1957 y, además, todo el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y todo el Derecho 
Internacional Humanitario. 


Quiero destacar especialmente esto porque creo que es el avance progresista más novedoso de esta iniciativa. 


Esto es todo lo que tenía para decir. ¡Ojalá este proyecto pueda aprobarse pronto y por unanimidad como una 
contribución de la sociedad uruguaya a la plena vigencia de los derechos humanos! 


SEÑOR CHIFFLET.- Creo que todos pensamos en agradecer la presencia del doctor Gros Espiell acá. 


He tenido más de una ocasión para leer este proyecto, en primer lugar porque fui invitado a su lanzamiento, y 
en segundo término al analizarlo para esta Comisión. 


No discrepo con ninguna de las observaciones del doctor Gros Espiell, que me parecen de absoluta claridad. 
Esto será de extrema utilidad para la Comisión y quizás en la próxima sesión podamos aprobarlo 
definitivamente. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- Quería agradecer los aportes del doctor Gros Espiell, que son 
muy necesarios porque por lo menos en mi caso, que no soy especialista en los temas jurídicos de esta 
norma, me interesan sus efectos y le adjudico importancia en ese sentido. Es por ello que espero que 
esto camine, digamos así, y se pueda concretar. 


Quería hacer una pregunta sobre la expresión "terrorismo" que está incluida en el literal b) del artículo 2%. Ese 
es un tema complejo en cuanto a la definición. Evidentemente, no hay una sola definición ni a nivel interno 
ni a nivel internacional. Se dice al comienzo del artículo que "Será reconocido como refugiado toda persona 
que:" y se agrega una serie de situaciones por las cuales la persona ameritaría ser reconocida como refugiado. 
Reitero que allí se habla de terrorismo, una cuestión en la que, por lo menos, me gustaría pensar. 


Además, he leído y sé que hay dudas en cuanto a esa expresión. Entonces, si bien el doctor dijo que estaba de 
acuerdo con todo esto, quisiera saber cuál es su opinión sobre este punto concreto. 


SEÑOR GROS ESPIELL.- El sentido de esta disposición es el siguiente. Cuando una persona ingresa a 
Uruguay debe ser reconocida como refugiada con todos los beneficios que ello implica, si es que ha 
huido del país de su nacionalidad o residencia, porque su vida, su seguridad o su libertad resultan 
amenazadas por la violencia generalizada, la agresión o la ocupación extranjera o el terrorismo. Es 
decir que si una persona se va de su país porque el terrorismo amenaza su vida o su libertad, tiene 
derecho a que en Uruguay se le reconozca la calidad de refugiado. 


Ahora bien: ¿qué es el terrorismo? Como muy bien ha dicho el señor Diputado, doctrinaria y políticamente es 
infinita la cantidad de definiciones que tiene la palabra terrorismo. Creo que aquí el terrorismo debe ser 
interpretado con la definición que le da la Convención Internacional sobre el Terrorismo, firmada y ratificada 
por Uruguay en 1999, Es una norma jurídica que Uruguay debe aceptar y que de acuerdo con lo que establece 
el artículo 43, se aplica directamente en el Derecho interno. 


¿Qué es el terrorismo de acuerdo con el Derecho Internacional actual? No se entran a calificar los motivos de 
la acción terrorista, sino que es una acción que tiende a generar un terror, un miedo generalizado. No se hace 
ninguna calificación, ni que es por la libre determinación, ni por el tráfico de drogas, sino que provoca un 
temor generalizado. Existiendo ese temor hay muchos que quieren salir de ese ámbito y buscan refugio en 
otro país. Es en ese sentido, y, reitero, sin ningún tipo de calificación ideológica, que se emplea la palabra 
terrorismo en la letra B) del artículo 2*. 


Aprovecho para hacer un par de observaciones puramente de texto. El artículo 20 establece: "(Derechos 
humanos).- El Estado debe garantizar el goce y ejercicio de los derechos civiles, económicos, sociales y 
culturales y todos los demás reconocidos a los habitantes de la República". 


Con muy buen criterio no se les atribuyen los derechos políticos, porque el refugiado no puede votar ni ser 
elegido mientras no tenga la ciudadanía, pero no me gusta la expresión "reconocidos a los habitantes de la 
República". Yo pondría "inherentes a los habitantes de la República", porque los derechos humanos no 
derivan de un reconocimiento, sino de la propia naturaleza humana. Creo que mejoraría mucho el texto si 
cambiáramos la palabra "reconocidos" por "inherentes". 


SEÑORA PAYSSÉ.- No quería que el doctor Gros Espiell se fuera sin agradecerle especialmente que 
con su minuciosidad nos haya ayudado a estudiar este proyecto de ley que la Comisión tiene interés en 
que pueda transformarse en ley rápidamente. Como siempre, su ojo tan fino y detallado nos hace ver 
cosas que tal vez no las hubiéramos visto sin su ayuda y que en lo personal son de recibo. Le agradezco 
nuevamente porque nos importa contar con su opinión. 


SEÑOR GROS ESPIELL.- Recuerdo que cuando se presentó el proyecto de ley en diciembre de 2004 
fue muy grato que integrantes de todos los partidos políticos reconocieran que era necesario que se 
transforma en ley y que en cierta forma había un compromiso moral de todos -más allá de un 
compromiso político- para tratar de llenar esta laguna legislativa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me adelanto a desearle suerte en su próximo destino, que es por demás 
merecido. 


SEÑOR GROS ESPIELL.- Estoy a sus órdenes. 


(Se retira de Sala el doctor Gros Espiell) 


(Diálogos) 


SEÑOR NOVALES.- Además de la visita a la Colonia Berro sería importante conseguir una visita al 
Penal de Libertad con motivo del traslado de los menores, en el que va a intervenir la Justicia. Me 
parece que desde el punto de vista de la competencia de la Comisión tendríamos que visitarlo y ver que 
se estén cumpliendo con los derechos humanos, porque tenemos que reconocer que hay una situación 
de hecho muy difícil para los muchachos y las autoridades, y nosotros tenemos que bajar el voltaje 
político que tiene la cosa. Si bien la Justicia va a intervenir, porque aparentemente el último Código no 
habilita que los menores estén compilados en cárceles de mayores, por lo menos podemos comprobar 
"in situ” que estén de la mejor manera desde el punto de vista de los derechos humanos. De todos 
modos, sabemos que están con personal del INAU y físicamente lo más aislados posibles del resto del 
penal. Dejo planteada esta inquietud ante los compañeros de la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- He dicho públicamente que en este tema hay que aportar. Por supuesto que 
todos estos temas tienen ribetes políticos, pero todo tiene un límite y me parece que esta es la Comisión 
que puede encaminar los pasos para un entendimiento. Tiene que empezar a trabajar sobre el tema, 
respecto al cual ha mantenido un intercambio con el Presidente del INAU, porque amerita acuerdos 
políticos. 


Quiero decir lo mismo que dije ayer al Presidente del INAU: de pronto porque sufrí esto en carne propia le 
veo a este asunto ribetes que otros pueden no verlos, tal vez por desconocimiento, aunque medie buena 
voluntad. 


Cuando hace casi una década formé parte del Directorio del entonces INAME, había una situación delicada 
en los establecimientos. En ese momento, había una División que se llamaba "alta contención"; todavía 
estaba abierto Miguelete, La Tablada no tenía nada que ver con lo que terminó siendo después y había 
algunos otros establecimientos. Las características de la población de entonces y los perfiles de los chicos no 
tienen nada que ver con los de hoy. 


El país trabajó el tema de diferentes maneras; a veces se deben replantear y repensar las cosas. Hay gente que 
tiene muchas ganas de hacer aportes en lo institucional. Además, creo que este Directorio se enfrenta a una 
situación que no es menor: el avance de esos perfiles es más complicado y la infraestructura no es la 
adecuada. 


Por otra parte, debo decir que coincido plenamente con lo que dijo el señor Diputado Novales. El Directorio 
que cerró el establecimiento de Miguelete -del que tuve oportunidad de formar parte- pudo hacerlo porque 
había voluntad política. Como saben, los movimientos de funcionarios o las movilizaciones de chicos, sin 
lugar a dudas repercuten en la vida institucional. Todos los pasos se fueron dando con conocimiento del 
Parlamento, que sabía que había que cerrar Miguelete porque los chiquilines y los funcionarios de ese 
establecimiento no tenían las condiciones adecuadas para estar allí. Entonces, hubo que modificar La 
Tablada, establecimiento que tampoco estaba en condiciones de alojar a los chiquilines. 


Recuerdo que en ese momento el INAME trabajó con el Poder Judicial para que todo estuviera acorde con las 
normas de Riad y Beijing. Además, una organización no gubernamental empezó a trabajar para que los 
chiquilines tuvieran un mejor egreso. En aquel momento, todos vivían pacíficamente: la sociedad civil, los 
funcionarios, todos. 


En el Período anterior, La Tablada pasó a ser una cárcel de adultos; este establecimiento pasó al Ministerio 
del Interior porque había muchos presos. 


Como dije al Presidente del INAU, si hay una Comisión que tiene claro este tema, es ésta. No se puede dejar 
sola a una institución que vive en la primera línea de fuego todos estos temas. Si el sistema no trata de 
colaborar en los momentos límites de esta institución, me parece que se está contribuyendo poco. 


Cuando instalamos la Comisión, los parlamentarios que la integramos hablamos acerca de cómo concebimos 
los derechos humanos y dijimos que esto a veces colide con la percepción que nuestros colegas tienen 
respecto a nuestro trabajo. Creo que muchas veces chocamos en términos "de competencia aparente" -entre 
comillas-, porque no todos tienen presente lo que significa nuestro rol, teniendo en cuenta la 


conceptualización y la transversalidad que nosotros hacemos de los derechos humanos, que tiene mucho que 
ver con la docencia que hay que hacer en todos lados. Me parece que parte de nuestra labor es convencer de 
esto a nuestros respectivos sectores y partidos, tema que no me parece menor en el funcionamiento 
parlamentario. 


Creo que lo que pide el señor Diputado Novales está bien. Si mañana concretamos la visita al INAU, 
podemos hablar con el Director del Penal de Libertad para concurrir a ese establecimiento en la fecha que sea 
posible. 


El otro tema que tampoco me parece menor tiene que ver con los aportes que puede hacer esta Comisión. 
Ayer, el Presidente del INAU me dijo que ya había recibido las primeras repercusiones del traslado de los 
chicos. No estoy de acuerdo con lo que se está diciendo a nivel de algún Juez de menores, en el sentido de 
que la decisión del Directorio del INAU fue ilegal. Sería ilegal y estaría contra el Código si se tratara de una 
medida permanente. Esta fue una medida absolutamente puntual, porque no había lugar donde alojar a los 
chicos, no había establecimientos que tuvieran tales características como, por ejemplo, que los funcionarios 
pudieran trabajar con ellos y contenerlos. Entonces, ¿dónde los íbamos a alojar? 


No es cierto que la Ley de Seguridad Ciudadana nunca se puso operativa; sí se puso operativa. El último 
motín de Miguelete dio lugar al traslado de los adolescentes a Santiago Vázquez y la permanencia de los 
chicos duró una semana; el Juez había habilitado esto, lo conocía. En aquella época todavía no estaba 
Morales; estaba Vomero, quien hizo el traslado con nosotros. A nadie nunca se le ocurrió dejar a todos estos 
adolescentes en el establecimiento. Se trató de una medida puntual. Yo repasé los artículos del Código, los 
que Morales interpretó, y se refieren a la permanencia definitiva de los chicos, pero no a soluciones puntuales 
y de emergencia. 


Quiero intercambiar estas ideas con los compañeros, porque trascendió que esta situación nunca se había 
dado. Sí pasó y fue puntual, como lo es esta vez. Me parece que el Parlamento, que es el que creó el Código y 
el que hace el seguimiento de los artículos -quienes hacen interpretaciones para los casos concretos son los 
Jueces-, debería contribuir en esto. Creo que no sería menor hacer esta puntualización si se nos pregunta 
sobre este tema, como está ocurriendo últimamente. 


SEÑOR NOVALES.- Ratificando lo que dice la señora Presidenta, todos vemos que en este tema hay 
una especie de competencia con otras jurisdicciones legislativas. Me parece que tenemos que hacer 
punta en estos asuntos, a los efectos de solucionar los temas que más nos interesan, como los graves 
problemas que tiene la minoridad. 


Si nosotros, como Comisión de Derechos Humanos, interviniéramos rápidamente, sería una manera de 
marcar la cancha. 


SEÑOR CHIFFLET.- Comparto el planteamiento del señor Diputado Novales. Creo que esta Comisión 
que ha actuado seriamente en el tema -visita la Colonia Berro, da su opinión sobre las medidas que se 
están tomando, plantea sugerencias y estudia el tema- puede ser muy útil desde el punto de vista de las 
medidas de fondo a las que se puedan arribar y para informar objetivamente a la opinión pública. 


En cuanto al traslado de los menores hay dos temas: uno, desde el punto de vista jurídico y, otro, que pudo 
ser superviniente y no sé sí todavía no está latente. Mi información consistía en que si estos chicos se 
trasladaban a Libertad, los presos de ese establecimiento dirían que se les estaba maltratando -lo que hubiera 
sido creíble, aunque no fuera cierto- y eso podía precipitar situaciones más graves. Yo no era partidario de 
que fueran allí y sugerí a la gente del INAU alguna otra medida posible. Este es un tema que analizaremos 
después. 


Me parece muy bien -y lo subrayo- el criterio que ha tenido la Presidenta de esta Comisión porque no ha 
hecho de esto un asunto político-partidario aunque se puede manejar cualquier juicio. En estas cuestiones la 
Comisión tiene autoridad; habíamos citado a las autoridades del INAU para tratar los temas que referían a un 
proyecto concreto y, sin duda, íbamos a profundizar sobre otras cuestiones. Pero la Comisión iba a tratar un 
tema específico. 


Aprovecho para decir -porque no hay experiencia en algunos compañeros- que la Presidencia de la Comisión 
integrada no correspondía a la otra Comisión y no estoy haciendo un problema de jurisdicción, es una 
cuestión elemental de normas que debemos respetar. La Comisión que había citado era la de Derechos 
Humanos; la otra Comisión se integró con todo derecho pero sin autorización de la Cámara, en consecuencia 
la Presidencia correspondía a esta Comisión. No quise plantear esto, pero se trata de un tema formal que tiene 
importancia o puede llegar a tenerla en el futuro. 


Nuestra Comisión, con la propuesta del señor Diputado Novales, puede interiorizarse más profundamente 
sobre el tema y colaborar en informar a la opinión pública y sobre todo, llevar los temas a la jurisdicción que 
corresponde que, fundamentalmente, a mi juicio, es a esta Comisión. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- Estoy de acuerdo en concurrir mañana a la Colonia Berro y 
también estamos dispuestos a concurrir a Libertad. La cuestión sería organizar los tiempos. 


El papel que ha tenido el Parlamento en el caso de la integración de las dos Comisiones ha sido triste, en el 
sentido de que en momentos en que hay que trabajar estábamos hablando con las autoridades invitadas. 
Como parlamentario quiero ser medido, pero me parece que la actitud de nuestra Comisión no es la adecuada 
en el sentido de brindar aportes en momentos en que lo que hay que hacer es buscar soluciones. Ya vendrán 
los tiempos de los debates y de los análisis, pero me parece que no corresponde dedicar tiempo a ciertos 
debates que sin duda están teñidos de muchas cuestiones partidarias. Acompañamos y estamos allí porque 
nos toca jugar un rol, pero no estamos de acuerdo con ese procedimiento. 


En cuanto a lo que manifestó el señor Diputado Chifflet, tiene razón. Estaríamos dispuestos a reivindicar el 
papel de esta Comisión, pero a veces las cuestiones partidarias se mezclan. Confiamos en la Presidenta de la 
Comisión; estamos dispuestos a reivindicar el papel de esta Comisión pero sabiendo claramente a qué 
jugamos. Si nos convencemos acerca de a qué estamos jugando, haremos valer el papel de esta Comisión. 
Debemos hablar sobre esta cuestión y tenerla muy clara porque hay en juego cosas importantes y a veces se 
entreveran y se distorsionan en temas que son menores; todos los parlamentarios intentan buscar soluciones. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Parte de lo que estamos diciendo contribuye a formar el pensamiento colectivo de 
quienes integramos esta Comisión. 


Es cierto que a ninguno de nosotros nos gustaría tener que ir a los establecimientos porque se suscitan 
cuestiones de esta naturaleza. Nos gustaría ir avanzando en cuestiones en las que creo todos somos 
conscientes que debemos hacerlo. Cada uno habrá hecho su opción o su sector partidario habrá resuelto, 
quizás sin demasiado análisis, por qué integramos esta Comisión. Lo que sí es cierto es que yo sé por qué 
estoy y calculo que los demás también tendrán argumentos sólidos para estar. En mi ánimo está avanzar en 
cuestiones que considero son un déficit de nuestra sociedad. Obviamente, sería mucho más edificante poder 
avanzar más rápidamente en los temas que tenemos agendados, como el Instituto de Rehabilitación y demás 
que son cosas pendientes que nuestra sociedad necesita. Tampoco podemos escapar a la realidad instalada 
con las características que la señora Presidenta señala y con las improntas que estas situaciones tienen. 


Por otra parte, reivindico el papel de esta Comisión porque además en el Reglamento está específicamente 
establecida la competencia de esta Comisión en estos casos. Además, la iniciativa del señor Diputado 
Novales es bienvenida, creo que estaba en el ánimo de todos saber que llegado el momento de que pudieran 
suceder estas cosas, deberíamos estar en el lugar. El señor Diputado Chifflet tiene su parte de razón respecto 
a que no podemos ir a los establecimientos en el momento en que pasan los problemas, porque parecería que 
acudimos cuando ocurre el problema y nada más. Sé que el señor Diputado Chifflet tiene una larga 
trayectoria y credenciales suficientes. Quienes ingresamos por primera vez a esta Comisión todavía no 
tenemos esa vaqueta en lo que refiere al conocimiento de los establecimientos y demás. Si nos toca concurrir 
por primera vez cuando hay una situación conflictiva, debemos hacerlo. 


SEÑOR CHIFFLET.- Pienso que no podemos ir solamente cuando se producen estos problemas, pero 
esto no quiere decir que no vayamos. Si en aquella madrugada me hubieran llamado, habría ido. Pero 
también es conveniente hacerlo en momentos de calma porque en esa situación se pueden encontrar 
fácilmente soluciones. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Interpreté que así era el planteo que hizo el señor Diputado Chifflet el otro día y 
además lo comparto, por eso lo traje a colación. 


Entonces, mañana nos trasladaremos a Berro y oportunamente seguiremos manejando este tema de manera 
colectiva como lo estamos haciendo hasta ahora. 


(Ingresa a Sala la doctora Mariana Blengio) 


——- La Comisión de Derechos Humanos tiene el agrado de recibir a la doctora Blengio de la Cátedra de 
Derechos Humanos, a los efectos de conocer su opinión sobre el proyecto de ley que tenemos a estudio. 


Con mucho gusto, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA BLENGIO.- En primer lugar, quiero aclarar que soy coordinadora de la Cátedra UNESCO 
de Derechos Humanos de la Universidad de la República, trabajo en un proyecto con ACNUR 
denominado "Universidad Solidaria" y, como docente de la Facultad de Derecho, integro otros ámbitos 
y otras cátedras vinculadas con los derechos humanos. Sin embargo, voy a hablar a título personal. 


Me parece que el proyecto de ley a consideración de la Comisión es sumamente positivo y necesario. Salvo 
algunas puntualizaciones que voy a formular, estoy de acuerdo con casi la totalidad de la iniciativa. 


En lo que refiere a las "Cláusulas de inclusión", creo que es muy positivo el hecho de que figure el género; es 
un elemento a destacar. 


Por otra parte, entiendo que la formulación que se ha dado al artículo 4” -relativo a las cláusulas de exclusión- 
es la que se repite en casi todas las legislaciones vigentes de América Latina; esto surge de un estudio que 
hicimos. Sin embargo, pensamos -esto no es una observación sino un aporte para que la Comisión lo analice- 
que podría incluirse algo más ya que, por ejemplo, no se mencionan el genocidio ni el terrorismo. Tal vez 
esto se explique porque estas figuras están comprendidas dentro de otros delitos contra la humanidad que sí 
están previstos. En algunas legislaciones de América Latina están incluidos el terrorismo y el genocidio. 
Además, en algunas otras se incluye el tráfico de drogas, lo que me llamó mucho la atención. 


Con respecto al literal c) del artículo 4%, pienso que debe buscarse la concordancia con la Carta de Naciones 
Unidas. En este sentido, el Capítulo I refiere a propósitos y principios y no a finalidades. Este es solo un 
detalle, pero sería interesante que la redacción fuera: " (...) contrarios a los propósitos y principios de las 
Naciones Unidas". También podría ser más amplio y decir: "del Derecho Internacional". Sin embargo, no 
observo que se haga referencia a las Naciones Unidas. 


Destaco los artículos 11 y 12 porque al final de mi exposición los voy a vincular con un tema que aquí no 
está incluido; seguramente, ustedes tendrán sus razones para ello. 


Creo que es muy positiva la aplicación del principio "pro hominis" que figura en el artículo 16. 


Llama la atención el artículo 20, porque señala: "El Estado debe garantizar el goce y ejercicio de los derechos 
civiles, económicos, (...)". Debemos tener en cuenta que los derechos económicos tienen una carga 
importante. Aquí se establece que el Estado deberá garantizar el goce de los derechos económicos, sociales y 
culturales. Y agrega: "y todos los demás reconocidos a los habitantes de la República". Tal vez, acorde al 
texto constitucional, el artículo debería establecer "inherentes a la dignidad humana" y no "reconocidos a los 
habitantes de la República". Digo esto teniendo en cuenta los artículos 7 y 72 y el "jusnaturalismo" que 
impera en todo nuestro texto constitucional. Estos son detalles; quizás tengan que ver con una escuela de 
meticulosidad jurídica. De todas formas, está bien. Además, se supone que se asegura el goce porque el 
derecho es previo. 


Por otra parte, no se mencionan las garantías. Entiendo que deben tener derechos y garantías. Esto se vincula 
directamente con el artículo 22, que asegura el derecho al intérprete y a asistencia letrada. Estas son las 
garantías del debido proceso. Entonces, podrían agregarse las garantías, como un elemento que asegure su 
protección integral. En este sentido, la redacción debería ser: "El Estado debe garantizar el goce del ejercicio 
de los derechos". En el proyecto a estudio se clasifica la naturaleza de los derechos y se establece: "derechos 


civiles, económicos, sociales y culturales y todos los demás reconocidos a los habitantes de la República". 
Pienso que debería decir: "y todos los demás inherentes a la dignidad de su persona" y "y todas las garantías". 
Digo esto porque tenemos derechos, deberes y garantías. Los deberes figuran a texto expreso, ya que el 
artículo 19 establece: "Todo refugiado debe respetar el orden jurídico". Después, se hace referencia a los 
derechos. Sin embargo, no se mencionan las garantías que, por otro lado, se las estamos dando a texto 
expreso porque se establece que el refugiado tiene derecho a un intérprete, es decir, a entender qué está 
pasando. Debemos tener en cuenta que puede tratarse de una persona que hable un idioma diferente al 
nuestro; conocemos los porcentajes de refugiados y sabemos que no todos son de lengua hispana. 


Asimismo, me parece muy positiva la creación de una Comisión de Refugiados. Es muy interesante el 

inciso c), que incluye la representación de la Universidad de la República. Sin embargo, tendría que ser más 
amplio y no estar circunscripto a un solo servicio, a una sola Facultad, porque en la protección a un refugiado 
pueden estar involucradas muchas áreas universitarias que pueden ir desde la enseñanza del idioma hasta la 
atención médica. Me refiero a diferentes ejemplos que se pueden constatar en lo que refiere al apoyo que la 
Universidad, como institución, podría brindar. Formulo esta observación porque en el artículo 27 se dice que 
los miembros de la Comisión serán honorarios, aspecto que considero muy positivo. 


Los comentarios sobre los cometidos y funciones lo dejo para el final porque se vinculan con el tema que 
señalé anteriormente. 


Con respecto a la Secretaría Permanente, en el articulado no surge -leí para adelante y para atrás y no lo 
advertí- que los cargos respectivos sean honorarios; se entiende que lo serán, pero no se dice. Entonces, 
pregunto si estos cargos serán honorarios. Este aspecto lo vincularé con los cometidos y funcionamiento. 


Me parecen excelentes los cometidos y funcionamiento que se puntualizan en el artículo 28, donde se dice 
"Compete a la Comisión de Refugiados (..)" y enumera. Simplemente, diría que, atento a algunos ejemplos 
que ya están legislados en nuestro país como, por ejemplo, la Ley de Violencia Doméstica, la Ley N” 16.095, 
que refiere a los derechos de los discapacitados, sería interesante incluir algún literal que se refiera a la 
necesidad de educar en esta temática. Me refiero a incluir alguna línea que apunte a la capacitación o 
educación de lo que significa un refugiado, qué es el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados y qué es todo este derecho internacional de los refugiados que se ha desarrollado. Quiero vincular 
este aspecto con el artículo 11 que dice: "Ninguna autoridad estatal, institución, grupo o individuo establecerá 
discriminación de especie (...)", pero se habla de "ninguna autoridad estatal". Por su parte, el artículo 12 
establece: "Todo funcionario público, en ejercicio de funciones de control migratorio en un puesto fronterizo 
de carácter terrestre, marítimo, fluvial o aéreo". En este caso, se habla de personas que trabajan y a las que un 
día les cayó alguien que pretende adquirir su categoría de refugiado. Ese funcionario público puede ser 
alguien que está en un puesto de frontera. ¿Alguien le habló alguna vez sobre qué es esto de los refugiados, 
por hablar claramente? Me parece que sería muy relevante tomar alguna previsión en cuanto a la importancia 
y a la necesidad -como sucede en el caso de la ley de violencia doméstica donde, en temáticas de 
administración, intervienen los cuadros del Ministerio del Interior o, inclusive, del Poder Judicial- de que se 
conozca lo que está detrás, lo que subyace, la teoría, el derecho y la práctica en un aspecto interdisciplinario 
como, por ejemplo, en aquellos aspectos vinculados a las ciencias sociales, al trabajo, la asistencia, la 
psicología, etcétera, porque son personas clave que pueden llegar a resolver una situación teniendo algún 
conocimiento. 


Creo que este aspecto no es menor. El proyecto, más allá de lograr su perfección, necesita que se baje a tierra. 
Incluir este aspecto no estaría de más y más allá de que se pudiera prever en otros programas, creo que en una 
reunión tan interesante de esta Comisión con otras de distinta naturaleza -cuya creación destaco; no estoy 
diciendo que sean las mismas- no se fue tan puntilloso, ya que en el literal a) del artículo 24 se establece: "Un 
representante del Ministerio de Relaciones Exteriores, designado por el Ministro", pero para el caso de la 
creación de las otras se disponía "un representante del Ministerio del Interior". 


Me parece muy importante bajar a tierra la normativa e incluir todo lo relativo a la capacitación. Además, 
todos los representantes que serán designados, perfectamente podrían idear una capacitación que se dirigirá a 
aquellos funcionarios que operarán con las personas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Las opiniones de la doctora Blengio coinciden con las del doctor Gros 
Espiell, lo que facilitará mucho el trabajo de la Comisión. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quiero aprovechar la oportunidad para hacer un reconocimiento público a la 
doctora Blengio y para destacar su convicción, su humanidad y capacidad. A su vez, quiero decirle que 
muy pronto estaremos en contacto con ella para plantearle cuestiones vinculadas con un tema tan 
importante como los derechos humanos, tanto a nivel colectivo como personal. 


SEÑORA BLENGIO.- He dedicado mi vida a educar en derechos humanos, quizás con mucho 
idealismo. 


Estamos a las órdenes para colaborar en todo lo que esté a nuestro alcance. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- La doctora Blengio sugería que en el artículo 4” se agregara, 
en las cláusulas de exclusión, al terrorismo. 


SEÑORA BLENGIO.- El literal a) del artículo 4? dice: "Han cometido un delito contra la paz, un 
delito de guerra o un delito contra la humanidad (...)", y se podría agregar genocidio o terrorismo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Es decir que una persona que esté acusada de terrorismo no podría acogerse 
al estatuto del refugiado. 


SEÑORA BLENGIO.- No solo una persona que esté acusada, sino que haya cometido un delito; desde 
el punto de vista técnico, no es lo mismo, porque podemos ser acusados de muchas cosas. 


No debemos olvidarnos de que desde 1951, hace más de cincuenta años, tenemos la Convención y que en el 
mundo irrumpió algo que es una ventana fundamental para los derechos humanos, que es la Corte Penal 
Internacional, que abrió las puertas de la responsabilidad penal individual. Es decir, a la responsabilidad del 
Estado por las violaciones de los derechos humanos, se suma la de la persona que violó los derechos 
humanos; esto regirá en el caso de determinados delitos de absoluta y máxima gravedad. Se han afinado 
algunos aspectos que hacen a los delitos muy graves contra la humanidad o contra la paz. 


Desde el punto de vista técnico -no sé qué habrá opinado el doctor Gros Espiell-, muchos especialistas 
consideran que estos delitos están incluidos dentro de "humanidades", por lo que podrían estar integrados y 
no habría que nombrarlos a texto expreso. No es una observación; estoy sugiriendo un agregado que podría 
hacerse. 


La aprobación del Estatuto de la Corte Penal Internacional y su posterior entrada en vigor son muy 
importantes desde el punto de vista de los derechos humanos, sobre todo por la responsabilidad que está en 
juego. Ahora está la responsabilidad individual desde el punto de vista penal; deberíamos atender lo que hace 
al ámbito internacional. Quizás esto tiene que ver con un siglo XX del que salimos bastante doloridos pero 
que nos dejó una luz que, de alguna manera, el siglo XXI apagó. De todos modos, tendremos que vivir 
intentando volver a prenderla. 


Más allá de todo el "lobby" que se hizo contra la Conferencia de Roma y de todos los problemas que 
sabemos que hay detrás del Estatuto de la Corte Penal Internacional, constituye una instancia muy valiosa 
para la protección de los derechos humanos. 


SEÑORA PAYSSÉ.- La pregunta que el señor Diputado Edgardo Rodríguez formuló también al doctor 
Gros Espiell tiene que ver con el literal b) del artículo 2”, en el que sí se menciona el terrorismo. Tal vez 
con eso se subsane, por lo menos en parte, el planteamiento que acaba de hacerse. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- Es una discusión que tendremos que dar en la Comisión, 
porque es la misma palabra que hace referencia a dos conceptos diferentes. 


SEÑORA PAYSSÉ.- De alguna manera, esto se introdujo como consecuencia de la pregunta que 
oportunamente formulara el señor Diputado. En su respuesta, el doctor Gros Espiell se refirió al 
concepto de terrorismo a partir de Tratados ratificados por Uruguay en 1999. Nos ubica en ese 
momento, pero yo entiendo la pregunta del señor Diputado Edgardo Rodríguez. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos nuevamente la presencia de la doctora Mariana Blengio, con 
quien nos mantendremos en contacto por este y otros temas. 


SEÑORA BLENGIO.- Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la reunión. 


(Es la hora 15 y 53) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


